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Presentación

El presente documento tiene como finalidad exponer de manera sintética los 

conceptos básicos requeridos para la aplicación de pruebas de conocimiento 

institucional y técnico dirigidas a los puestos de Persona Auxiliar Administrativa, 

Técnico Jurídico, Investigador y Conserje 2, específicamente en el ámbito de la 

Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada (JEDO).

Esta iniciativa responde a la necesidad de fortalecer los procesos de selección, 

evaluación  y  capacitación  del  personal,  asegurando  que  las  personas 

postulantes  cuenten  con  los  conocimientos  esenciales  sobre  la  organización 

institucional, el marco normativo aplicable y las particularidades operativas de 

esta  jurisdicción  especializada.  Asimismo,  el  material  propuesto  integra 

contenidos  de  carácter  conceptual,  jurídico  y  procedimental,  permitiendo 

estandarizar  los  criterios  de  evaluación  bajo  principios  de  objetividad, 

transparencia e idoneidad, en concordancia con los valores y fines del Poder 

Judicial y la Defensa Pública.

¿Quiénes somos?

La  Defensa  Pública  es  un  pilar  esencial  para  garantizar  el  respeto  a  las 

garantías y derechos fundamentales de la población costarricense, un órgano 

auxiliar del Poder Judicial, que coadyuva diariamente en la labor de administrar 

justicia,  pues se dedica  a  la  asesoría  y  representación  legal  a  las  personas 

usuarias en diversas materias como: penal, penal juvenil, ejecución de la pena, 

laboral,  pensiones  alimentarias,  familia,  contencioso  administrativo,  agrario, 

disciplinario, contravenciones y tránsito, atención de población indígena, también 



cuenta con una Unidad de delincuencia organizada dedicada al asesoramiento y 

representación legal a todas las personas investigadas dentro de este tipo de 

procesos desde el año 2009.

Misión

Proveer defensa pública con excelencia, solidaridad y compromiso a todas las 

personas usuarias, contribuyendo a garantizar la plena vigencia de los derechos, 

libertades, garantías e intereses de estas personas, en forma ágil y oportuna, en 

los procesos judiciales que nos han sido legalmente asignados.

Visión

Ser una Defensa Pública técnica, eficaz, eficiente y con calidad, con recursos 

humanos, tecnológicos y materiales idóneos para el mejoramiento del servicio; 

que contribuya a garantizar el respeto de los derechos, libertades y garantías de 

las personas y la no discriminación por razones de género, discapacidad u otras; 

inspirados en los valores de nuestra institución, contribuyendo así al desarrollo 

democrático y a la paz social de Costa Rica.

Valores fundamentales

Los  valores  fundamentales  en  una  institución  son  los  principios  éticos  y 

conductuales que orientan la cultura organizacional, la toma de decisiones y la 

forma en que las personas actúan dentro y fuera de la entidad. Representan la 



base  sobre  la  cual  se  construyen  las  relaciones  laborales,  el  servicio  a  las 

personas usuarias y el cumplimiento de los objetivos institucionales. En términos 

simples, los valores fundamentales definen “cómo debe actuar” una institución y 

las personas que forman parte de ella. En la Defensa Pública nuestros valores 

son los siguientes: 

¿Qué es la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada?

Es una Jurisdicción creada para tramitar los casos más complejos y graves de 

delincuencia organizada que ocurran en cualquier parte del país. La Jurisdicción 

Especializada  en  Delincuencia  Organizada  beneficia  a  Costa  Rica,  porque 

desarticula grupos de delincuencia con mayor eficacia y refuerza la seguridad 

ciudadana.



La  jurisdicción  especializada  está  integrada  por  órganos  jurisdiccionales 

específicos:

-Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada 

-Tribunal Penal Especializado 

-Tribunal de Apelación de Sentencia especializado

Estos órganos tienen características distintivas:

Competencia nacional, con sede principal en San José

Exclusividad  en  el  conocimiento  de  delitos  de  delincuencia  organizada  y 

conexos. 

Asimismo, la ley exige la creación de unidades especializadas en:

Ministerio Público 

Defensa Pública 

Organismo de Investigación Judicial (OIJ)

Sobre la Unidad de Delincuencia Organizada de la Defensa Pública

La Defensa Pública brinda el servicio de asesoramiento y representación legal a 

todas  las  personas  investigadas  dentro  de  un  proceso  de  delincuencia 

organizada desde el año 2009. Dicha meta se ha logrado mediante la tutela de 

los derechos fundamentales personales y procesales protegidos y reconocidos 

en  la  Constitución  Política,  Leyes  Nacionales  y  diferentes  Tratados 

Internacionales.



En  el  año  2017,  se  promulgó  la  Ley  de  la  Creación  de  la  Jurisdicción 

Especializada en Delincuencia Organizada, la cual, tiene como objetivo conocer 

procesos con declaratoria en esta jurisdicción. Cualquier persona que no tenga 

medios  para pagar  asistencia  legal  para su representación puede acceder  a 

nuestro  servicio.  También  pueden  utilizarlo  aquellas  personas  que,  teniendo 

medios económicos para sufragar gastos asistencia legal, prefieren ser asistidos 

por una persona defensora pública, sin embargo, en este caso, la representación 

legal no es gratuita por lo que correspondería realizar un procedimiento de cobro 

de honorarios.

Del Personal que labora en la  Unidad de delincuencia organizada de la 

Defensa Pública y sus labores

Personas Defensoras Públicas: Ejercen la defensa del imputado en procesos de 

conocimiento  de  la  jurisdicción  especializada  de  delincuencia  organizada, 

ejecutando las acciones necesarias para asegurar la tutela efectiva del debido 

proceso  y  demás  derechos  fundamentales  reconocidos  en  su  favor  por  la 

Constitución Política e instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

Personas  Investigadoras: Ejecutan  labores  de  investigación  y  administrativas 

relacionadas  con  la  defensa  de  imputados  en  causas  seguidas  ante  la 

jurisdicción especializada de delincuencia organizada.

Personas Técnicas Jurídicas: Ejecutan labores técnicas complejas en el campo 

jurídico e investigativo, así como labores asistenciales relacionadas con casos 

de delincuencia organizada.

Persona Auxiliar Administrativa: Ejecutan labores auxiliares administrativas en la 

Unidad de Delincuencia Organizada.



Persona  Conserje  2:  Ejecutan  labores  de  limpieza,  actividades  sencillas  de 

oficina y apoyo en mensajería.

Régimen salarial, proceso de reclutamiento y requisitos específicos:

En cuanto  al  régimen  salarial,  debe  informarse  de  manera  expresa  que  las 

personas que laboren dentro de la Defensa Pública en dichas plazas contarán 

con un  plus salarial  otorgado por ley,  el  cual  se mantendrá vigente mientras 

persista la relación laboral con esta jurisdicción especializada. No obstante, una 

vez concluido el nombramiento, dicho plus no generará derechos de liquidación.

Respecto  al  proceso  de  reclutamiento  y  selección,  deberá  consignarse  que 

todas las personas oferentes deberán someterse y aprobar las evaluaciones de 

riesgo psicosocial y vulnerabilidad, así como cumplir con los filtros de seguridad 

y confiabilidad obligatorios. En este contexto, se debe indicar que cualquier falta 

ética, la existencia de nexos incompatibles con la función judicial o la presencia 

de conflictos de interés podrán dar lugar a la exclusión del proceso, sin que ello 

requiera una justificación adicional por parte del Poder Judicial

Asimismo, se debe detallar que el proceso de reclutamiento es desarrollado, en 

una primera etapa, por el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, 

instancia encargada de la verificación de atestados, la aplicación de entrevistas 

por competencias y las evaluaciones psicológicas correspondientes.



Adicionalmente, se incorpora un componente institucional y técnico propio de la 

Defensa Pública, mediante la realización de entrevistas técnicas especializadas, 

a partir  de las cuales se integra una  nota final  ponderada, que constituye el 

resultado definitivo del proceso de selección.

Finalmente, resulta indispensable precisar los requisitos particulares aplicables a 

determinadas plazas, conforme a lo siguiente:

Persona Auxiliar Administrativa:

Deberá  acreditarse  el  manejo  y  conocimiento  de  los  sistemas institucionales 

SIGMA,  SSC  y  Escritorio  Virtual,  por  lo  que  no  resulta  suficiente  la  sola 

referencia a conocimientos generales en informática.

Persona Conserje 2:

Se deberá acreditar el conocimiento y aplicación de la normativa emitida por la 

Unidad de Salud Ocupacional  del  Poder  Judicial,  en  lo  relativo  al  adecuado 

manejo de activos y condiciones de seguridad en el entorno laboral.

Personas Investigadoras JEDO:

Deberán  cumplir  con  los  requisitos  legales  para  la  obtención  del  carnet  de 

portación de armas de fuego, contar con experiencia en labores de investigación 

criminal y disponer de flexibilidad de jornada, incluyendo disponibilidad laboral y 



capacidad de desplazamiento a nivel nacional, conforme a las necesidades del 

servicio.

Principales Instrumentos normativos sobre la delincuencia organizada

La creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa 

Rica  responde  a  la  necesidad  del  Estado  de  enfrentar  fenómenos  delictivos 

complejos, de carácter estructurado y, en muchos casos, transnacional. Este tipo 

de  criminalidad  presenta  mayores  niveles  de  organización,  recursos  y 

sofisticación,  lo  que  dificulta  su  persecución  mediante  los  mecanismos 

ordinarios.

La Ley Contra la Delincuencia Organizada (N.º 8754) aplica a investigaciones de 

delincuencia  organizada  nacional  y  transnacional,  la  cual  define  grupos 

estructurados,  incluyendo  medidas  como  el  comiso  de  bienes  y  técnicas 

especiales de investigación. Se complementa con la Creación de la Jurisdicción 

Especializada  (Ley  N.º  9481  y  reforma  9769)  que  establece  tribunales 

especializados para tramitar causas complejas de crimen organizado.

Por último, se adicionaron a la Ley N. º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, 

de 5 de mayo de 1993, los artículos 93 ter, 96 ter, 101 bis y 107 bis, con relación  

a  la  competencia  del  Tribunal  de  Apelación  de  Sentencia  Especializado  en 

Delincuencia Organizada, conformación y requisitos para ser jueza o juez del 

Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada y juez o jueza tramitadora 

del Tribunal Penal y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en 

Delincuencia Organizada, titular o suplente.



¿Cuáles son los criterios para determinar si estamos en presencia de un 

caso de delincuencia organizada?

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Creación de la jurisdicción 

especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481, para que la 

Jurisdicción  Especializada  en  Delincuencia  Organizada  se  arrogue  la 

competencia,  además  de  tratarse  de  la  investigación  de  uno  o  más  delitos 

graves,  para  considerar  que  se  está  frente  a  un  grupo  de  delincuencia 

organizada deberán estar presentes los siguientes criterios obligatorios:

1) Participación colectiva. Grupo compuesto por tres o más personas, que no 

haya sido formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito.

2) Grupo organizado. Que se trate de un grupo con una estructura organizada, 

porque existe un rol o una tarea específica para cada miembro del grupo.

3) Permanencia en el tiempo. Que exista durante cierto tiempo o por un período 

de tiempo indefinido.

4) Actuación concertada para cometer delitos. Que actúe concertadamente con 

el propósito de cometer uno o más delitos graves.

De la acción penal

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de la Creación de la jurisdicción 

especializada  en  delincuencia  organizada  en  Costa  Rica  N°  9481,  la  acción 

penal para perseguir los delitos cometidos por miembros pertenecientes a un 

grupo  de  delincuencia  organizada,  sea  que  se  tramite  en  vía  ordinaria  o 

especializada, es pública y no podrá convertirse en acción privada.



Del Procedimiento

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 de la Creación de la jurisdicción 

especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481, cuando los 

elementos recogidos durante la fase de investigación determinen que los hechos 

investigados permiten adecuarse como delincuencia organizada, el fiscal general 

del  Ministerio  Público  podrá  solicitar,  al  Juzgado  Penal  Especializado  en 

Delincuencia  Organizada,  que  se  arrogue  el  conocimiento  de  estos.  Con  la 

solicitud  se  deberán  presentar  los  antecedentes  que  permitan  establecer  el 

cumplimiento de los requisitos necesarios para aplicar la ley.

Presentada la solicitud, el juzgado resolverá sobre dicha solicitud sin audiencia 

previa a las partes y en un plazo máximo de cuarenta y ocho horas, en caso de 

que la persona imputada no haya sido intimada.

Si la persona imputada hubiera sido intimada antes de la solicitud, el juzgado 

deberá convocar, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, a las partes a 

una audiencia oral y privada para decidir si se arroga la competencia. En esa 

audiencia se le concederá la palabra, en primer término, al Ministerio Público, 

que deberá exponer oralmente las razones por las cuales estima aplicable la 

presente ley; después se le concederá la palabra a las demás partes. El juzgado 

deberá  resolver  la  solicitud  oralmente  luego de concluida  la  audiencia  o,  en 

casos excepcionales, diferir la resolución del asunto oralmente o por escrito, por 

un plazo máximo de cuarenta y ocho horas.



La solicitud de acceso a la jurisdicción especializada en delincuencia organizada 

podrá  ser  formulada  por  el  Ministerio  Público  hasta  antes  de  acordarse  la 

acusación o conjuntamente con esta. En este último caso, deberá remitirse la 

acusación con la solicitud respectiva.

¿Puede ser apelada la resolución que autorice o rechace que el asunto se 

tramite en la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada?

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la Creación de la jurisdicción 

especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481, en caso de 

que  la  persona  imputada  haya  sido  intimada,  la  resolución  que  autorice  o 

rechace  que  el  asunto  se  tramite  en  la  Jurisdicción  Especializada  en 

Delincuencia Organizada podrá ser apelada por el Ministerio Público o por la 

defensa, en el plazo de tres días.

Una vez que la persona imputada haya sido intimada, la defensa podrá objetar la 

competencia ante el  juez que la decretó,  en el  plazo de tres días.  Contra lo 

resuelto  podrá  formularse  recurso  de  apelación,  dentro  del  mismo plazo.  La 

apelación no tendrá efecto suspensivo.

Determinada la competencia mediante resolución firme por los tribunales de la 

Jurisdicción  Especializada  en  Delincuencia  Organizada,  esta  no  podrá  ser 

objetada  por  las  partes  o  por  los  tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria,  ni 

declinada  de  oficio  posteriormente  (Artículo  7  Creación  de  la  jurisdicción 

especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481)



Sobre la intervención de las comunicaciones

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la Creación de la 

jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481, el 

Ministerio  Público  podrá  gestionar,  por  escrito,  al  momento  de  formular  la 

solicitud para que el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada 

se arrogue el conocimiento de los hechos, de acuerdo con lo establecido en la 

presente ley, la intervención o la escucha de las comunicaciones entre presentes 

o por las vías epistolar, radial, telegráfica, telefónica, electrónica, satelital o por 

cualquier  otro  medio,  según  lo  establecido  en  la  Ley  N.º  7425,  Ley  sobre 

Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las 

Comunicaciones, de 9 de agosto de 1994 y en la Ley N.° 8754, Ley contra la 

Delincuencia Organizada, de 22 de julio de 2009. Lo anterior, sin perjuicio, de las 

potestades  que  conserva  el  juez  penal  de  la  jurisdicción  común,  según  lo 

establecido en la Ley N.º 7425.

El Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada podrá ordenar, en 

los casos sometidos a su conocimiento y por resolución fundada, la intervención 

de las comunicaciones en los delitos que así lo permitan, de conformidad con el 

ordenamiento jurídico y podrá delegar la ejecución de la medida ante el Centro 

Judicial de Intervención de las Comunicaciones.

Lo dispuesto en el artículo anterior no obsta para que el Ministerio Público y 

demás  sujetos  legitimados,  de  conformidad  con  la  Ley  N.º  7425,  Ley  de 

Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las 

Comunicaciones, y la Ley N.° 8754, Ley contra la Delincuencia Organizada, de 

22 de julio de 2009, puedan solicitar la intervención de las comunicaciones o la 

escucha de las comunicaciones entre presentes o por las vías epistolar, radial, 



telegráfica,  telefónica,  electrónica,  satelital  o  por  otro  medio,  en  cualquier 

momento  del  proceso,  una  vez  que  el  Juzgado  Penal  Especializado  en 

Delincuencia Organizada se haya arrogado el conocimiento de los hechos.

Sobre el levantamiento del secreto bancario

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  13  de  la  Creación  de  la 

jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica N° 9481, en 

toda investigación por delincuencia organizada procederá el levantamiento del 

secreto  bancario  de  los  imputados  o  de  las  personas  físicas  o  jurídicas 

vinculadas a la investigación, de conformidad con lo establecido en la legislación 

vigente, en especial la Ley N.° 8754, Ley contra la Delincuencia Organizada, de 

22 de julio de 2009.

¿Cuál es el plazo de la prescripción de la acción penal, en los casos de 

delincuencia organizada?

El término de prescripción, será de diez años contados a partir de la comisión 

del último delito y no podrá reducirse por ningún motivo, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 4 de la Ley Contra la Delincuencia Organizada 8754.



¿Cuáles son las causales de interrupción de la acción penal en materia de 

delincuencia organizada?

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  5  de  la  Ley  Contra  la 

Delincuencia  Organizada  8754,  el  plazo  de  prescripción  establecido  en  el 

artículo 4 de esta Ley se interrumpe por lo siguiente:

a)   Cuando el Ministerio Público inicie la investigación.

b)   Con la declaratoria judicial establecida en el artículo 4 de esta Ley.

c)   Cuando se haga la primera imputación formal de los hechos del encausado.

d)   Con la presentación de la querella o de la acción civil resarcitoria.

e)   Con la presentación de la acusación ante el tribunal de la etapa intermedia.

f)    Con el dictado de la primera resolución convocando a audiencia preliminar, 

aunque no esté firme.

g)   Con el dictado del auto de apertura a juicio, aunque no esté firme.

h)   Con cualquier resolución que convoque a juicio oral y público.

i)    Con el dictado de la sentencia, aunque no se encuentre firme.

j)    Por la obstaculización del desarrollo normal del proceso debido a causas 

atribuibles  a  la  defensa,  según  la  declaración  que  efectuará  el  tribunal  en 

resolución fundada.

k)   Por el aplazamiento en la iniciación del debate o por su suspensión por 

impedimento o inasistencia del imputado o de su defensor, o a solicitud de estos.



La interrupción de la prescripción opera aun cuando las resoluciones referidas 

en los incisos anteriores, sean declaradas, posteriormente, ineficaces o nulas.

¿Cuáles son las causales de suspensión del término de prescripción de la 

acción penal?

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  6  de  la  Ley  Contra  la 

Delincuencia Organizada 8754, el cómputo de la prescripción se suspenderá por 

lo siguiente:

a)  Mientras  duren,  en  el  extranjero,  el  trámite  de  extradición,  asistencias 

policiales,  asistencias  judiciales,  de  cartas  rogatorias  o  de  solicitudes  de 

información por medio de autoridades centrales.

b) Por las causales previstas en la Ley N.º 7594, Código Procesal Penal, de 10 

de abril de 1996.

Terminada la causa de la suspensión, el plazo de la prescripción continuará su 

curso.

¿Cuándo procede el anticipo jurisdiccional de prueba?

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  19  de  la  Ley  Contra  la 

Delincuencia  Organizada  8754,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  por  el  Código 

Procesal Penal, Ley N.° 7594, sobre el anticipo jurisdiccional de prueba, en los 

casos de delincuencia organizada procederá la prueba anticipada siempre que 

exista indicio suficiente para estimar que existe peligro para la vida, la integridad 

física o el patrimonio de alguna persona, o de los allegados a esta, que vaya a 



suministrar  información  comprometedora  de  la  responsabilidad  de  los 

sospechosos, de los imputados o de la organización delictiva.

¿Cómo  opera  el  decomiso  en  materia  de  delitos  de  delincuencia 

organizada?

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  25  de  la  Ley  Contra  la 

Delincuencia  Organizada  8754,  todos  los  bienes  muebles,  los  inmuebles,  el 

dinero,  los  instrumentos,  los  equipos,  los  valores  y  los  productos  financieros 

utilizados o provenientes de la comisión de los delitos previstos por esta Ley, 

serán decomisados preventivamente por la autoridad competente que conozca 

de  la  causa  de  la  causa;  lo  mismo  procederá  respecto  de  los  productos 

financieros de las personas jurídicas vinculadas a estos hechos.

Conclusión

La  Jurisdicción  Especializada  en  Delincuencia  Organizada  representa  una 

respuesta estructural del Estado costarricense ante la evolución del fenómeno 

criminal, caracterizado por su complejidad y alcance transnacional.

Su creación mediante la Ley N.º 9481 marcó un hito en la modernización del 

sistema  penal,  al  introducir  un  modelo  de  justicia  especializado,  con 

competencias  claras,  operadores  capacitados  y  mecanismos  procesales 

diferenciados, que continúan evolucionando mediante reformas orientadas a su 

fortalecimiento.



Anexos:

1) DEFENSOR PÚBLICO JEDO

2) INVESTIGADOR DEFENSA PÚBLICA JEDO

3) TÉCNICO JURÍDICO DP JEDO

4) AUXILIAR ADMINISTRATIVO DP JEDO

5) CONSERJE 2 JEDO


